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ACCIONANTE: GUSTAVO RÍOS BEDOYA  
ACCIONADO: JUZGADO 4º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD
ASUNTO: DECLARA IMPROCEDENTE LA  ACCIÓN DE TUTELA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER LA ACCIÓN DE TUTELA / CASO DE APODERADOS JUDICIALES / ES OBLIGACIÓN ALLEGAR EL RESPECTIVO PODER.
“Cuando la tutela es ejercida directamente y en su propio nombre por la persona afectada en sus derechos; (ii) cuando la acción es promovida por quien tiene la representación legal del titular de los derechos, tal como ocurre, por ejemplo, con quienes representan a los menores de edad, los incapaces absolutos, los interdictos y las personas jurídicas; (iii) también, cuando se actúa en calidad de apoderado judicial del afectado, “caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo”…

No obstante la informalidad y subsidiariedad de la acción de tutela, con ella se busca la protección de derechos personalísimos y es claro que en principio debe ser interpuesta directamente por el afectado.  Ahora bien, el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 señala que quien crea que sus derechos están siendo vulnerados podrá interponer la acción constitucional por medio de apoderado y que los poderes se presumen auténticos, siempre y cuanto se presenten, pues tal autenticidad no puede predicarse sin que en el respectivo expediente ello aparezca acreditado.
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1. ASUNTO A DECIDIR
 



Se procede a resolver lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por el abogado Gustavo Ríos en contra del Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad y libertad. 

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
 

El abogado Gustavo Ríos Bedoya señaló que dentro de la presente acción de tutela actúa en nombre propio en contra del Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad por considerar que en la decisión del 23 de octubre de 2018 que negó la libertad condicional, no se pronunció de fondo sobre el cumplimiento del 70% de la condena del sentenciado Jhony Alexánder Taborda Jiménez, lo que vulnera los derechos fundamentales al debido proceso, libre acceso a la justicia e incurrir en las causales genéricas y específicas de procedibilidad al apartarse de los precedentes jurisprudenciales sin argumentar debidamente y desbordar de la discrecionalidad interpretativa en perjuicio de las garantías constitucionales.

En el acápite de las pretensiones, relacionó las siguientes: i) se tutelen los derechos fundamentales antes descritos y se ordene al juzgado accionado se pronuncie de fondo y conceda los recursos de ley, ii) lo que se ruega no es que resuelva favorablemente o no la petición de libertad condicional con el 70% de la condena, con los argumentos expuestos en la petición misma, sino que se pronuncie sobre la misma y iii) que permita el libre acceso a la justicia concediendo los recursos de ley ante su decisión invocada
.

El abogado Ríos Bedoya allegó con el escrito introductorio de la demanda, las copias de las providencias emitidas por el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medias de Seguridad de esta capital en las que se le ha negado  al señor Jhony Alexánder Taborda Jiménez la libertad condicional
, así como, la petición de “pronunciamientos y recursos” elevada el 5 de octubre de 2018 por parte del abogado Ríos Bedoya a nombre del sentenciado Taborda Jiménez
 y copia del Auto No.3208 del 23 de octubre de 2018, por medio del cual ese Despacho resolvió abstenerse de pronunciarse frente a la solicitud de libertad condicional presentada por el defensor del condenado Jhony Alexánder Taborda Jiménez
.

Pese a que el abogado Gustavo Ríos Bedoya indicó que está obrando en nombre propio, revisados los documentos adjuntos con el escrito introductorio de la demanda, se infiere que el mismo es el defensor público del señor Jhony Alexánder Taborda Jiménez, lo que significa que la acción de tutela se instaura en representación de su defendido. 

Mediante auto del 9 de noviembre del año que avanza, el Despacho del suscrito Magistrado Ponente, resolvió inadmitir esta acción de tutela y ordenó requerir al abogado Gustavo Ríos Bedoya para que dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación de esta providencia, corrigiera y aportara el poder para representar al señor Jhony Alexánder Taborda Jiménez, so pena de rechazarse la misma, de conformidad a lo establecido en el artículo 17 del Decreto 2591 de 1991
. 

La anterior decisión fue notificada el 13 de noviembre de 2018 a dicho profesional al correo electrónico gustavoriosb@hotmail.com
.

El 14 de noviembre de 2018 se recibió en la Secretaría de esta Sala un escrito a través del cual el Dr. Gustavo Ríos Bedoya indicó que interponía el recurso de reposición y en subsidio el de apelación en contra de la decisión del 13 de noviembre antes referida, explicando que la demanda constitucional la está instaurando en nombre propio, aun cuando la petición de la que se reclama su pronunciamiento es en representación del usuario, los derechos vulnerados obedecen a intereses superiores como lo son el debido proceso y el acceso a la justicia, los que corresponden al abogado su lucha y salvaguarda, pues es al defensor al que se le han negado tales prerrogativas.  Argumentó el abogado Gustavo Ríos Bedoya que es a él a quien le interesa directamente las resultas del proceso y de la acción, no solo por deber ético y legal, sino contractual dada la vinculación con la Defensoría del Pueblo, lo que lo legitima para incoar esta acción de tutela.  Por lo tanto, consideró que la inferencia que el amparo se invoca en nombre y representación de su defendido, no debe afectar los derechos superiores a los que hizo alusión.  Así mismo, advirtió que  la demanda de amparo puede ser ejercida por toda persona que considere que le están vulnerando sus derechos y en tal virtud, puede ser ejercida directamente o por quien actúe en su nombre.  Informó que sostuvo conversación telefónica con el señor Jhony Alexánder Taborda Jiménez quien se encuentra en prisión domiciliaria, pero que este no quiso informar su dirección y que teme firmar un poder para la presente acción, porque por represalia le revoquen el sustituto penal aludido, por lo que aportó el número del celular para que se corroboraran sus dichos y finalizó su exposición señalando que ante el estado de indefensión mental y síquica (se entiende que se refiere a su representado), está legitimado para actuar subsidiariamente como agente oficioso del mismo. Dicho togado aportó el número del celular del señor Taborba Jiménez para que el Despacho corroborara sus dichos
.

El 19 de noviembre del 2018 ingresan nuevamente las diligencias al Despacho para que se decida sobre el recurso interpuesto por el abogado Gustavo Ríos Bedoya
.

2. PARA RESOLVER SE CONSIDERA

2.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

2.2.  El Decreto 2591 de 1991 en su artículo 10 consagró lo relativo a la legitimidad e interés para promover la acción de tutela, así:

“Artículo 10. Legitimidad e interés. La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.

También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.

También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”  (Subrayas propias)
2.3. En relación con la legitimación en la causa por activa en la acción de tutela, la Corte Constitucional indicó que se configura en los siguientes casos:
“(i) cuando la tutela es ejercida directamente y en su propio nombre por la persona afectada en sus derechos; (ii) cuando la acción es promovida por quien tiene la representación legal del titular de los derechos, tal como ocurre, por ejemplo, con quienes representan a los menores de edad, los incapaces absolutos, los interdictos y las personas jurídicas; (iii) también, cuando se actúa en calidad de apoderado judicial del afectado, “caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo”; (iv) igualmente, en los casos en que la acción es instaurada como agente oficioso del afectado, debido a la imposibilidad de éste para llevar a cabo la defensa de sus derechos por su propia cuenta, como sucede, por ejemplo, con un enfermo grave, un indigente, o una persona con incapacidad física o mental. Finalmente, (v) la acción de tutela puede ser instaurada a nombre del sujeto cuyos derechos han sido amenazados o violados, por el Defensor del Pueblo, los personeros municipales y el Procurador General de la Nación, en el ejercicio de sus funciones constitucionales y legales.”  (Subrayas propias)
2.4.  No obstante la informalidad y subsidiariedad de la acción de tutela, con ella se busca la protección de derechos personalísimos y es claro que en principio debe ser interpuesta directamente por el afectado.  Ahora bien, el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 señala que quien crea que sus derechos están siendo vulnerados podrá interponer la acción constitucional por medio de apoderado y que los poderes se presumen auténticos, siempre y cuanto se presenten, pues tal autenticidad no puede predicarse sin que en el respectivo expediente ello aparezca acreditado.
2.5.  En este caso en particular, pese a la insistencia del abogado Gustavo Ríos Bedoya en cuanto al interés que le asiste en que el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira resuelva los recursos legales interpuestos en contra de la decisión que se abstuvo de resolver la solicitud de la concesión de la libertad condicional del señor Jhony Alexánder Taborda Jiménez, esta Sala considera que el Dr. Ríos Bedoya no se encuentra legitimado para instaurar esta demanda de amparo, no obstante ser el defensor del señor Taborda Jiménez, quien no le ha otorgado un “poder especial”, lo que significa que no cumple con las formalidades legales de la demanda, de conformidad con el artículo el artículo 74 de la Ley 1564 de 2012 (Código General del Proceso) que establece lo siguiente:

“(…) Los poderes generales para toda clase de procesos solo podrán conferirse por escritura pública. El poder especial para uno o varios procesos podrá conferirse por documento privado. En los poderes especiales los asuntos deberán estar determinados y claramente identificados.

El poder especial puede conferirse verbalmente en audiencia o diligencia o por memorial dirigido al juez del conocimiento. El poder especial para efectos judiciales deberá ser presentado personalmente por el poderdante ante juez, oficina judicial de apoyo o notario. Las sustituciones de poder se presumen auténticas.
Los poderes podrán extenderse en el exterior, ante cónsul colombiano o el funcionario que la ley local autorice para ello; en ese último caso, su autenticación se hará en la forma establecida en el artículo 251.  Cuando quien otorga el poder fuere una sociedad, si el cónsul que lo autentica o ante quien se otorga hace constar que tuvo a la vista las pruebas de la existencia de aquella y que quien lo confiere es su representante, se tendrán por establecidas estas circunstancias. De la misma manera se procederá cuando quien confiera el poder sea apoderado de una persona. 

Se podrá conferir poder especial por mensaje de datos con firma digital.

Los poderes podrán ser aceptados expresamente o por su ejercicio (…)”. (Subrayas fuera del texto original)
2.6. Igualmente, en la Sentencia T-531 de 2002 la Corte Constitucional relacionó los elementos del apoderamiento en materia de tutela, los cuales fueron tenidos en cuenta por dicho Tribunal en la Sentencia SU-055 de 2015, los que a continuación se indican:

“Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico
. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial.
 En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido
 para la promoción
 de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen
 en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho
 habilitado con tarjeta profesional
.  (Subraya propias)
2.7. Ahora bien, mencionó el abogado Gustavo Ríos Bedoya que el señor Jhony Alexánder Taborda Jiménez se encuentra en prisión domiciliaria, que desconoce su dirección y que este teme otorgarle un poder para presentar esta acción constitucional ante una eventual “represalia” y se le revoque el beneficio penal que goza. Sin embargo, no encuentra esta Sala prueba alguna que acredite que el señor Taborda Jiménez esté en condiciones de indefensión que haga necesaria la intervención de su defensor, en calidad de agente oficioso.  

2.8. Frente a la  posibilidad de presentar la acción de tutela como agente oficioso, es necesario recordar que cualquier persona puede actuar en esta calidad siempre y cuando se cumplan los siguientes presupuestos: (i) que exista una manifestación del agente oficioso en el sentido de que actúa como tal; (ii) que efectivamente el titular del derecho fundamental no esté en condiciones físicas o mentales para promover su propia defensa; (iii) que exista una ratificación oportuna por parte del titular del derecho respecto a los hechos y pretensiones de la acción
.  Igualmente,  la Corte Constitucional ha reiterado lo siguiente en cuanto a la legitimación por activa y agencia oficiosa
:

 “3.1. Los artículos 86 de la Constitución Política y 10 del Decreto 2591 de 1991 establecen que la acción de tutela podrá ser ejercida por la persona que considere vulnerado o amenazado alguno de sus derechos fundamentales.

3.2. Para efectos procesales, el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 dispuso:

 

“La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.
 
También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.
 
También podrá ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”
 

Así las cosas, en principio existen cuatro vías para interponer la acción: (i) directamente por quien considere lesionados o amenazados sus derechos fundamentales; (ii) por su representante; (iii) mediante la agencia de derechos ajenos, siempre que el interesado se encuentre en condiciones que imposibiliten su defensa; o (iv), por el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.

Con relación a la interposición de la acción de tutela a través de un agente oficioso, este Tribunal ha indicado que opera cuando el titular del derecho no puede asumir su defensa personalmente. Tiene como finalidad garantizar la protección y eficacia de los derechos fundamentales del agenciado, al admitir que un tercero interponga la acción y actúe en su favor sin que medie poder.

 

En este sentido, la Corte ha reiterado que en la presentación de la solicitud de amparo por parte de agente oficioso deberá verificarse que el agente oficioso manifieste actuar en tal sentido; y que de los hechos que fundamentan la acción se infiera que el titular de los derechos fundamentales presuntamente conculcados se encuentra en situación física o mental que le impida la interposición directa de la acción[1]. En todo caso, el juez constitucional deberá analizar el cumplimiento de estos requisitos a la luz de las circunstancias particulares del caso puesto a su consideración[2].

 

En relación con la manifestación del agente oficioso de actuar como tal, puede ser expresa o tácita. De esta forma, se ha considerado válida la agencia oficiosa cuando de los hechos narrados en el escrito de tutela se deduzca la calidad en la que actúa la persona que presenta la acción.

 

En cuanto a la imposibilidad para promover la defensa se ha reconocido que pueda ser de tipo físico o mental; o puede derivarse de otras circunstancias como el aislamiento geográfico o la situación de especial marginación o indefensión”. (Subrayas nuestras)

Obra en la foliatura una constancia de la Auxiliar de Magistrado que da cuenta de la conversación telefónica sostenida con el señor Jhony Alexánder Taborda Jiménez, quien manifestó que no era su deseo presentar una acción de tutela en contra del Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, pese a que el abogado Ríos Bedoya le había explicado que era una posibilidad que tenía para que se le concediera la libertad condicional, pero que por temor a que se le revoque la prisión domiciliaria fue que no le concedió el poder para actuar
.

De lo relatado por el Dr. Ríos Bedoya no se desprende que el directo afectado con la supuesta vulneración de los derechos que se reclaman, se encuentre en una condición de justificación que le impida por lo menos conferir un poder para la presentación de la acción constitucional o que por el hecho de estar en prisión domiciliaria, no pueda intentar en nombre propio la defensa de sus intereses en un trámite como la acción de tutela.  

Conforme a la normativa y jurisprudencia resaltadas, se concluye que el abogado Gustavo Ríos Bedoya no cuenta con poder especial para representar los intereses del señor Jhony Alexánder Taborda Jiménez, ni tampoco se puede inferir que es su agente oficioso por no cumplir los requisitos de tal figura para demandar por vía constitucional al Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira y como consecuencia de ello, se declarará la improcedencia del amparo invocado.
Así las cosas, esta Sala no estudiará de fondo el asunto puesto en conocimiento por el abogado Ríos Bedoya, quedándole la posibilidad al señor Jhony Alexánder Taborda Jiménez interponer una acción constitucional, ya sea por intermedio de un apoderado judicial, que deberá ser un abogado titulado o  de manera directa, de conformidad con la jurisprudencia constitucional a la que se hizo relación a lo largo de este proveído 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,  administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE  la demanda de amparo constitucional presentada por el abogado Gustavo Ríos Bedoya, toda vez que no cuenta con legitimación para representar los intereses del señor Jhony Alexánder Taborda Jiménez en contra del Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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� Esta presunción  fue establecida por el legislador delegado en el decreto 2591 de 1991.  Sobre la misma se pronunció tangencialmente la Corte en sentencia T-001 de 1997 en la cual la Corte resuelve el caso de abogados que presentaron acción de tutela como agentes oficiosos sin demostrar la indefensión de los agenciados, la Corte niega la tutela por que no se configura  la agencia oficiosa y no se reúnen los requisitos  para el apoderamiento judicial, afirmó la Corte: “Los poderes se presumen auténticos, según lo dispone el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, pero, obviamente, tal autenticidad no puede predicarse de poderes no presentados, ya que el juez no está autorizado para presumir que alguien apodera los intereses de otro, sin que en el respectivo expediente ello aparezca acreditado”. 


� En la sentencia T-001 de 1997 la Corte afirmó que por las características de la acción “todo poder en materia de tutela es especial, vale decir se otorga una vez para el fin específico y determinado de representar los intereses del accionante en punto de los derechos fundamentales que alega, contra cierta autoridad o persona y en relación con unos hechos concretos que dan lugar a su pretensión.”


� En este sentido la Corte ha acogido las disposiciones del código de procedimiento civil en la materia, así en la sentencia T-530 de 1998 acoge y aplica la disposición del artículo 65 inciso 1º:  “En los poderes especiales, los asuntos se determinarán claramente, de modo que no puedan confundirse con otros.”


� En este sentido en la en la sentencia T-695 de1998 la Corte  no concedió la tutela impetrada debido a que el abogado quien presentó la tutela pretendió hacer extensivo el poder recibido para el proceso penal al proceso de tutela. En esta oportunidad la Corte reiteró la doctrina sentada en la sentencia T-550 de 1993 oportunidad en la cual la Corte afirmó:  “De otro lado, debe desecharse la hipótesis de que el poder conferido para adelantar un proceso judicial sirve al propósito de intentar la acción de tutela a que pudiere dar lugar ese proceso, por cuanto se trata de actuaciones distintas y, si bien es cierto que la tutela tiene un carácter informal, también lo es que tal informalidad no lleva a presumir la existencia de un poder que no se presentó y que es necesario allegar siempre que se ejerza la acción de tutela a nombre de otro y a título profesional”  En un sentido similar ver sentencia T-002 de 2001, en la cual la Corte afirmó que la condición de apoderado en un proceso penal no  habilita  para instaurar acción de tutela, así  los  hechos en que se esta se fundamenta tengan origen en el proceso penal.


� En la sentencia  T-530 de 1998 la Corte al revisar la decisión de una tutela promovida por el abogado de la parte civil en un proceso penal quien actuaba sin poder especial para el proceso de tutela, consideró que el a-quo no debió darle trámite al respectivo proceso  debido a que el  abogado no allegó el poder respectivo ni manifestó su calidad de agente oficioso.  En este sentido aseveró que  “Aunque podría pensarse que su calidad de representante de la parte civil en el proceso penal lo habilitaba para dicho menester, debe desecharse esta idea, en atención a que en el proceso penal el sujeto procesal es la parte civil y no su apoderado; es cierto que éste la representa conforme al poder específico que se le ha conferido; pero éste aun cuando suficiente para la actuación en el proceso penal no lo habilita para ejercitar la acción de tutela.”


� En la sentencia T-207 de 1997 la Corte se extendió en consideraciones acerca de la informalidad, propia de la acción de tutela y de sus implicaciones frente al ejercicio de la misma.  Con respecto al apoderamiento judicial como excepción al principio de informalidad de la acción señaló:  “Caso distinto es el de quien ejerce la acción de tutela a nombre de otro a título profesional, en virtud de mandato judicial, pues es evidente que en tal caso actúa dentro del marco legal y las reglas propias del ejercicio de la profesión de abogado, razón por la cual debe acreditar que lo es según las normas aplicables (Decreto 196 de 1971).  Ello no solamente por razón de la responsabilidad que implica tal ejercicio, que se concreta en el campo disciplinario, sino por la necesaria defensa de los intereses del cliente, a quien conviene establecer con certidumbre que quien lo apodera puede actuar, de acuerdo con la ley, ante las distintas instancias judiciales y que responderá por su gestión.”


� Sobre la obligatoriedad de que la representación  judicial en tutela sea asumida por abogados en ejercicio no existe regulación expresa ni en la Constitución ni en los decretos reglamentarios de la acción de tutela, ante este vacío la Corte en sentencia T-550 de 1993  mediante  interpretación sistemática del ordenamiento jurídico,  a partir de las  disposiciones generales sobre representación judicial y en especial a partir de la disposición del artículo 38 del decreto 2591 de 1991 (que  señala las faltas  para los abogados que promuevan irregularmente acciones de tutela) concluyó que esta disposición no tendría sentido  sino se entendiera que la representación judicial  sólo pudiese ser adelantada por abogados titulados y en ejercicio. 


� Corte Constitucional sentencia T-1020 /2003 M.P. Jaime Córdoba Treviño   


� Corte Constitucional sentencia 


� Folio  53
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